
REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE BUGA 

 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 

 

REFERENCIA: RECURSOS DE APELACIÓN DE SENTENCIA PROFERIDA EN PROCESO 

ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE LUZ MARINA QUIROGA VALERA 
EN SU NOMBRE Y REPRESENTACIÓN DE SU HIJO JUAN SEBASTIAN VILLAMIZAR 

QUIROGA CONTRA YOLIMA ESCOBAR ABADÍA Y LA FUNDACIÓN CENTRO DE 

RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA-Radicación: 76-001-31-05-005-2016-00525-01 

 

 

A los siete (07) días del mes de julio del año dos mil veintitrés (2023), 

se congrega la Sala Cuarta de Decisión Laboral, con el fin de dictar 

sentencia escrita; en atención a Descongestión de la Sala Laboral del 

Tribunal Superior de Cali; en la que se resuelven los recursos de 

apelación que obran frente a la sentencia parcialmente condenatoria, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 2213 de 2022. 

 

SENTENCIA No. 080 

APROBADA EN SALA VIRTUAL No. 023 

                    

I. ANTECEDENTES 

 

 

Demanda   

 

 

La señora LUZ MARINA QUIROGA VARELA, en representación de su 

hijo JUAN SEBASTIAN VILLAMIZAR QUIROGA, a través de apoderado 

judicial, promovió proceso ordinario laboral de primera instancia 

frente a la señora YOLIMA ESCOBAR ABADIA -FUNDACIÓN CENTRO 

DE RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA- a fin de obtener las siguientes 

declaraciones y condenas:  
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Como fundamento de lo pretendido, expuso la parte actora: 
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Mediante auto 123 del 11 de enero de 2017, se admitió la demanda y 

se ordenó notificar a las partes. 

 

Respuesta a la demanda 

 

Notificada a la parte demandada  (fs. 54 y 58 expediente 01); presentó 

respuesta a la misma, en la que a las pretensiones se opuso a  todas 

y cada una de las declaraciones y condenas solicitadas, toda vez que 

no hay lugar a ellas conforme a las razones expresas y explicadas en 
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la contestación a los hechos de la demanda; en torno a los hechos se 

dijo que es cierto el 1º; que los hechos 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10º, 

11º, 12º, 13º, 14º, 15º, 17º, 19º son falsos, aclara;  los hechos 21º, 

22º, 23º, 24º, 28º y 29  son ciertos y aclara; el hecho 25º es falso  que 

se pruebe; los hechos 16º, 18º, 20º y 26º no le constan que se prueben 

y/o aclaran;  del hecho 27º adujo no ser cierto, que se pruebe la 

existencia de la obligación y propuso las excepciones de fondo de 

prescripción de lo pretendido; inexistencia de la obligación; falta de 

causa para pedir; falta de causa; genérica; carencia de norma jurídica; 

y buena fe (fs. 89 a 96 expediente 01). 

 

Mediante providencia No. 1422 del 12 de septiembre de 2017, se tuvo 

por contestada la demanda y atendiendo a que la señorita Laura 

Vanesa Villamizar Tamayo, alegando su calidad de hija del causante 

CRISTHIAN ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR presenta intervención 

ad excludendum, una vez se tramite la misma se fijara fecha para 

realizar la audiencia del artículo 77 del CPTSS (fl.97 expediente 01). 

 

Intervención litisconsorcial necesaria  

 

Los fundamentos de hecho que motivan el litisconsorte necesario son 

los siguientes: que entre la FUNDACIÓN CENTRO DE RENACIMIENTO 

A LA VIDA YOLIMA y/o a la señora YOLIMA ESCOBAR ABADÍA como 

empleadores y CRISTHIAN ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR como 

trabajador existió relación laboral desde el día 15 de febrero del 2009 

hasta el 17 de noviembre del 2013 fecha en la cual falleció: a la 

poderdante le asiste el derecho a hacerse parte del proceso como hija 

reconocida del señor CRISTHIAN ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR, 

conforme al registro civil de nacimiento expedido por la Notaria 16 del 

Círculo de Cali tiene la calidad de beneficiaria de las acreencias 

laborales y prestaciones sociales del extinto, quien falleció en calidad 

de trabajador de la parte accionada. Solicita así, se reconozca la 

calidad de litisconsorcio necesario por activa a la señora LAURA 

VANESA VILLAMIZAR TAMAYO; se reconozcan en parte iguales, las 

declaraciones y condenas que resultan a favor de la parte demandante 



Radicación única nacional 76-001-31-05-005-2016-00525-01 

 

11 
 

y en contra de la parte demandada; y dar aplicación al artículo 50 del 

CPTSS, en el sentido de reconocer los derechos probados extra y ultra 

petita (fs.103 a 114 expediente 01). 

 

En auto No. 1423 del 12 de septiembre de 2017, se admitió la 

demanda ad excludendum por LAURA VANESA VILLAMIZAR TAMAYO 

contra YOLIMA ESCOBAR ABADÍA y la FUNDACIÓN CENTRO DE 

RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA, corriendo traslado a la parte 

demandada para que ejerciera su derecho de defensa (fl.119 

expediente 01).   

 

Contestación demanda ad excludendum 

 

La demandada Fundación Centro de Renacimiento a la Vida Yolima 

sobre los hechos adujo la parte demandada que el 1º es falso, aclaro, 

del 2º que se pruebe, del 31º aclaro, se trata de una apreciación del 

apoderado de la demandante, la cual debe ser probada; a las 

pretensiones manifestó que se opone a todas y cada una de las 

declaraciones y condenas solicitadas en las pretensiones de la 

demanda porque se demostrará en el proceso que no hay lugar a ellas; 

y como excepciones de fondo propuso las de prescripción de lo no 

pretendido, inexistencia de la obligación, falta de causa para pedir, 

genérica, carencia de norma jurídica, falta de causa y buena fe (fs.120 

a 123 expediente 01). 

 

En auto No. 1584 del 12 de octubre de 2017, se tuvo por contestada 

la demanda de interviniente ad excludendum por parte del ente 

pasivo, señalando fecha para realizar audiencia obligatoria de 

conciliación, decisión de excepciones previas, de saneamiento y 

fijación del litigio; el despacho a continuación de la audiencia aludida, 

se puede constituir en audiencia de trámite y juzgamiento del artículo 

80 ibidem, a efecto de practicar las pruebas decretadas y proferir la 

sentencia correspondiente (fl.125 expediente 01). 
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Llegados el día y hora propuestos por el Juzgado, se realizaron las 

pruebas documentales, los interrogatorios a la parte demandante y 

representantes legales de las demandas, documentos y testimonios.  

 

Sentencia de primera instancia 

 

En la misma audiencia, el Juzgado dictó la sentencia núm. 051 de 

fecha 2 de marzo de 2021 en la que resolvió (47:50 a 53:01 ED05): 

 

«PRIMERO: DECLARAR LA EXISTENCIA DEL CONTRATO DE 
TRABAJO entre el causante CHRISTIAN ANDRÉS VILLAMIZAR 

ESCOBAR y la FUNDACION CENTRO DE RENACIMIENTO A LA VIDA 
YOLIMA representada legalmente por su directora YOLIMA ESCOBAR 

ABADIA, entre el 15 de febrero de 2009 y el 17 de noviembre de 2017. 
 

SEGUNDO: DECLARAR probada la excepción de PRESCRIPCIÓN 
propuesta por la entidad demandada, con anterioridad al 16 de 
noviembre de 2013, respecto de las acreencias laborales reclamadas por 
la parte actora. 

 
TERCERO: DECLARAR no probada la excepción de PRESCRIPCIÓN 
propuesta por la entidad demandada, respecto de las mesadas 
pensionales. 
 
CUARTO: DECLARAR que la demandante LUZ MARINA QUIROGA 

VARELA quien actúa en nombre propio y en representación de su menor 
hijo JUAN SEBASTIAN VILLAMIZAR QUIROGA y LAURA VANESA 

VILLAMIZAR TAMAYO tienen derecho a que la FUNDACION CENTRO 
DE RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA  representada por su 
directora YOLIMA ESCOBAR ABADIA, reconozca y pague la pensión 
de sobrevivientes con ocasión del fallecimiento del señor CHRISTIAN 

ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR a partir del 17 de noviembre de 2013, 
en calidad de compañera permanente e hijos del causante, 
respectivamente, en el equivalente a un salario mínimo legal vigente, 
sobre las 13 mesadas anuales, ante la falta de afiliación al Sistema de 
Seguridad Social.  

 
QUINTO: CONDENAR a la FUNDACION CENTRO DE RENACIMIENTO 

A LA VIDA YOLIMA representada legamente por su directora YOLIMA 
ESCOBAR ABADIA, a reconocer y pagar a la demandante LUZ MARINA 

QUIROGA VARELA la suma de $35.271.992,00 como retroactivo 
pensional liquidado entre el 17 de noviembre de 2013 y el 28 de febrero 
del 2021, sobre el 50% de la mesada pensional. 
 
SEXTO: CONDENAR a la FUNDACION CENTRO DE RENACIMIENTO 

A LA VIDA YOLIMA  representada por su directora YOLIMA ESCOBAR 
ABADIA, a reconocer y pagar al menor JUAN SEBASTIAN VILLAMIZAR 

QUIROGA quien está representado por su madre LUZ MARINA 
QUIROGA VARELA la suma de $28.473.365,00 por concepto de 
retroactivo pensional liquidado entre el 17 de noviembre de 2013 y hasta 
el 14 de enero de 2017 sobre el 25% de la mesada pensional, la cual se 
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acrecentada en un 50% a partir del 15 de enero de 2017 cuando LAURA 

VANESA VILLAMIZAR TAMAYO perdió la calidad de beneficiaria. 
 
SEPTIMO: CONDENAR a la FUNDACION CENTRO DE RENACIMIENTO 
A LA VIDA YOLIMA representada por YOLIMA ESCOBAR ABADIA, a 
reconocer y pagar a LAURA VANESA VILLAMIZAR TAMAYO la suma 
de $6.787.561,00 por concepto de retroactivo pensional sobre el 25% 
de la mesada pensional generada entre el 17 de noviembre de 2013 y el 
14 de enero de 2017, un día anterior al cumplimiento de la mayoría de 
edad, dado que no acreditó estudios con posterioridad a esa fecha. 
 
OCTAVO: CONDENAR a la FUNDACION CENTRO DE RENACIMIENTO 

A LA VIDA YOLIMA  representada por YOLIMA ESCOBAR ABADIA, a 
reconocer y pagar los intereses moratorios generados sobre el valor 
retroactivo de la pensión de sobrevivientes a la tasa máxima legal 
vigente al momento de su pago, causado a favor de la demandante LUZ 
MARINA QUIROGA VARELA quien actúa en nombre propio y en 
representación de su menor hijo JUAN SEBASTIAN VILLAMIZAR 
QUIROGA y LAURA VANESA VILLAMIZAR TAMAYO, a partir de la 
fecha en que quede ejecutoriada esta providencia. 

 
NOVENO: ORDENAR a la FUNDACION CENTRO DE RENACIMIENTO 

A LA VIDA YOLIMA representada legamente por su directora YOLIMA 
ESCOBAR ABADIA, a continuar pagando las mesadas pensionales que 
se causen a partir del 1º de marzo de 2021 y en adelante, en cuantía 
equivalente a un SALARIO MINIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE para 
cada anualidad, a favor de la señora LUZ MARINA QUIROGA VARELA 
como compañera permanente y madre del menor JUAN SEBASTIAN 

VILLAMIZAR QUIROGA. A partir del 20 de octubre de 2028, deberá 
acreditarse la calidad de estudiante del hijo del causante hasta el 
cumplimiento de los 25 años de edad, en caso contrario se deberá 
acrecentar en un 100% la mesada pensional correspondiente a la señora 
LUZ MARINA QUIROGA VARELA.  

 
DÉCIMO: CONDENAR en costas a la parte vencida en juicio. Se tasan 
por secretaría incluyendo la suma 4 Salarios Mínimos como agencias en 
derecho, a favor de la parte actora y a cargo de la entidad demandada. 
 

DECIMO PRIMERO: ABSOLVER a la LUZ MARINA QUIROGA VARELA 
representada legamente por su directora YOLIMA ESCOBAR ABADIA, 

de las demás pretensiones incoadas en la demandada instaurada por 
la parte actora, por lo expuesto en la parte motiva de esta sentencia.» 

 

 

Recursos de Apelación 

 

Seguidamente los apoderados de las partes interpusieron recurso de 

apelación el cual fue concedido, y que son del siguiente tenor: 

 

Parte demandante (53:09-56:53 ED05).  

 



Radicación única nacional 76-001-31-05-005-2016-00525-01 

 

14 
 

«Respecto de la sentencia 051 del 2 de marzo de 2021 me permito 
manifestar que interpongo recurso de apelación en forma parcial, en lo 
que hace referencia a la negativa del reconocimiento y pago de 

prestaciones sociales, esbozo este recurso de apelación en forma 
parcial sobre ese punto que es lo desfavorable para mi poderdante dado 
que si partimos de la base que el señor CHRISTIAN ANDRÉS 
VILLAMIZAR ESCOBAR falleció el 17 de noviembre de 2013, los 3 años 
que se contarían de prescripción vencerían el 17 de noviembre del 2016, 
y tenemos de presente que la demanda fue presentada el 16 de 
noviembre del 2016 a reparto, es decir un día, prácticamente 2 días 
antes del vencimiento de los 3 años establecidos por la ley para la 
prescripción de las prestaciones sociales; en tal razón considero que no 
se encuentra prescrito la prima de servicios correspondiente al periodo 

del 1º de julio al 17 de noviembre de 2013 por la suma de $570.833,33; 
así mismo tampoco se encuentra prescrito lo adeudado por vacaciones 
del periodo del 15 de febrero del 2012 al 15 de febrero de 2013 por valor 
de $750.000, y del 15 de febrero del 2013 al 17 de noviembre del 2013 
por valor de $566.766,66 teniendo en cuenta que realmente la 
prescripción, las vacaciones prescriben es a los 4 años de causadas; en 
lo que hace a la cesantía existe ya suficiente jurisprudencia de la Sala 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, de que las cesantías causan 
concretamente a la finalización del contrato de trabajo y si este terminó 
el 17 de noviembre de 2013, y la demanda fue presentada a reparto el 
16 de noviembre del 2016 inclusive había podido ser presentada el 17 
de noviembre de 2016 y no había prescrito todavía; por lo tanto, las 
cesantías de todo el periodo comprendido entre el 15 de febrero de 2009 
al 17 de noviembre de 2013 están causadas y perfectamente debe 
decretarse su reconocimiento y pago, porque las mismas no prescribieron 
porque la demanda fue presentada antes de que se cumplieran los 3 
años determinados como periodo para prescripción; igual sucede con los 
intereses a las cesantías; en razón también de ello, como se está 
adeudando las prestaciones a las que he hecho referencia como es prima 
de junio del periodo citado, las vacaciones del periodo citado, las 
cesantías de todo el periodo laborado y los intereses a las cesantías, se 

causa así mismo la indemnización moratoria por el no pago 
oportuno de estas prestaciones sociales, y los cuales considero se 
deben de tener que por cada día de retardo en el pago de estos se debe 
pagar un día como sanción y después de vencidos los 24 meses, 
correspondiente a pagar unos intereses moratorios. 
 
En ese sentido su Señoría, dejo esbozado el recurso de apelación 
interpuesto parcialmente contra la sentencia 051 del 2 de marzo de 2021 
como lo dije antes, en aquello que fue desfavorable para mi poderdante 
porque efectivamente las prestaciones a las que he hecho referencia no 
han sido cobijadas por el fenómeno de la prescripción extintiva del 
derecho.». 

 

Litisconsorte (57:07 a 58:30 ED05). 

  

«Igualmente interpongo recurso de apelación de manera parcial, en igual 
sentido que el apoderado de la parte demandante, en cuanto a la forma 
que dio por reconocida la excepción de prescripción por 2 razones a 
saber:   
 
Primero, el trienio no se cumplió y aparece el acta de reparto en el cual 
consta que la demanda fue presentada un día antes de formarse el 
trienio del fenómeno prescriptivo, y además, conforme al artículo 90 del 
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Código General del Proceso la interrupción de la demanda no se presentó 
porque la interrupción de la prescripción se presenta porque la 
demandada fue notificada dentro del año, no posterior a ese término, 
entonces en ese orden de ideas, existe una salvaguarda hacia las 
prestaciones sociales que ha hecho referencia el apoderado de la parte 
demandante, en las sanciones moratorias y demás de derechos sociales 
que no están cobijados bajo el fenómeno prescriptivo, tales como la 
prima, las vacaciones, las cesantías, los intereses a las cesantías y la 
sanción, en ese marco sustento el recurso, por lo demás me encuentro de 
acuerdo con el contenido de la sentencia.».  

 

Parte demandada (58:55 a 1:01:02 ED05). 

 

«Su señoría, presento recursos de apelación en contra de la sentencia 
051 del 2 de marzo del 2021 de manera parcial en cuanto al 
reconocimiento de la pensión sanción, había cuenta que no se 
demostraron los requisitos legales en donde se reconociera de manera 
efectiva una relación laboral. Ni siquiera se puede decir que en la vida 
jurídica un contrato de trabajo. En el segundo punto quiero recatarle a 
su señoría que de acuerdo con la ley 23 de 1981. La historia clínica es 
un documento privado, sometido a reserva, y solo podrán tener acceso a 
esta información, además del usuario, las personas autorizadas 
expresamente por él, las autorizadas judiciales. Es así como en este caso 
en particular su señoría hubiera podido de oficio ordenar que se le 
entregara la historia clínica del señor Cristian Villamizar, pero nunca lo 
hizo. Eso sería una plena prueba y usted entenderá su señoría que la 
suscrita no la podía portar atendiendo la reserva de la ley. Como tercer 
punto, certificaciones laborales es verdad, ha habido un 
pronunciamiento de la corte en donde dice que se constituyen en plena 
prueba, como plena prueba de una existencia de una relación laboral, 
pero siempre y cuando se demuestra que la relación laboral existió, en 
este caso, no se demostró que la relación laboral existió. En 
conclusión, su señoría, los las partes demandantes no pudieron 
demostrar la existencia del contrato de trabajo, y menos la existencia de 
una relación laboral entre el señor Cristian Villamizar y la Fundación 
Yolima. Es por lo anterior que le solicito que se revoque la sentencia en 

cuanto al reconocimiento de la pensión de sanción.» 

 

Alegatos de segunda instancia 

 

Ejecutoriado el auto que avocó el conocimiento del asunto, se corrió 

traslado a las partes en los términos reglados por el artículo 13 del 

Decreto 806 de 2020. 

 

Fue así como el apoderado de la litisconsorte necesaria, allegó alegatos 

en los siguientes términos: 
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Por su parte, la apoderada judicial de la parte demandada, presento 

los alegatos en los siguientes términos: 
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Visto lo anterior, y al no avistarse causal que invalide lo actuado, se 

ocupará la Sala de resolver los recursos de apelación presentados por 

la parte actora, la integrada al contradictorio y la parte demandada, 

de conformidad con las siguientes  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

De las argumentaciones esgrimidas por los recurrentes y de 

conformidad con el principio de consonancia regulado en el artículo 

66 A del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, se extrae 

que las materias a dilucidar en esta Sede, se contraen a establecer i) 

la existencia de un contrato de trabajo realidad entre el señor 

CRISTHIAN ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR (q.e.p.d.) y la 

FUNDACIÓN CENTRO DE RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA, por el 

periodo del 15 de febrero de 2009 al 17 de noviembre de 2013, y como 
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consecuencia de ello determinar si hay lugar o no a confirmar la 

pensión reconocida por la a quo; ii) el reconocimiento y pago de 

cesantías, intereses a las cesantías, primas de servicios y vacaciones; 

iii) indemnización por no pago oportuno de prestaciones sociales a 

tenor de lo preceptuado en el artículo 65 del Código Sustantivo del 

Trabajo; iv) no prescripción de los derechos laborales del causante y 

reclamados por las demandantes; y, v) también se centrará el estudio 

de la Sala en establecer, si es procedente decretar y practicar en esta 

instancia la prueba documental contentiva de la historia clínica del 

señor Cristhian Andrés Villamizar Escobar (q.e.p.d.), la cual no fue 

solicitada en la contestación de la demanda y tampoco decretada en 

primera instancia, además determinar si dicho documento es 

pertinente y conducente. 

 

Por técnica judicial, se hace necesario abordar en primer término, este 

último problema jurídico planteado desde el inicio trayendo a colación 

lo consagrado en el artículo 83 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social, el cual a su tenor dispone: 

 

«ARTICULO 83. CASOS EN QUE EL TRIBUNAL PUEDE ORDENAR Y 

PRACTICAR PRUEBAS. Ver Notas del Editor> <Artículo modificado por 
el artículo 41 de la Ley 712 de 2001. El nuevo texto es el siguiente:> 
Las partes no podrán solicitar del Tribunal la práctica de 
pruebas no pedidas ni decretadas en primera instancia. 
Cuando en la primera instancia y sin culpa de la parte interesada se 
hubieren dejado de practicar pruebas que fueron decretadas, podrá el 
tribunal, a petición de parte, ordenar su práctica y la de las demás 
pruebas que considere necesarias para resolver la apelación o la 
consulta. 
 
Si en la audiencia no fuere posible practicar todas las pruebas, citará 
para una nueva con ese fin, que deberá celebrarse dentro de los diez (10) 
días siguientes.» 

 

Conforme al anterior precepto legal, se colige que para que en segunda 

instancia sea viable el decreto y practica de pruebas se debe cumplir 

con los siguientes requisitos, i) que las mismas hayan sido pedidas y 

decretadas en primera instancia y, ii) que no se hayan practicado sin 

culpa de la parte interesada. 

 

http://secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0712_2001_pr001.html#41
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Descendiendo al caso sub examine, se desprende que la prueba 

documental contentiva de la historia clínica del señor Cristhian 

Andrés Villamizar Escobar (q.e.p.d.), no fue oportunamente solicitada 

en el escrito de la contestación a la demanda y mucho menos 

aportada, tal como se pasa a ver: 

 

 

 

 

 

De igual forma, se evidencia que en audiencia pública No. 261 del 20 

de mayo de 2020, donde se agotaron las etapas procesales del artículo 

77 del CPT y de la S.S., la Juez Quinta Laboral del Circuito de Cali 

mediante auto No. 0554 de la misma fecha, no decretó la prueba 

documental referida en apelación, y es lógico, pues la misma no fue 

pedida por la parte demandada por lo que no se cumple con el primer 
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requisito que exige la norma; además dicha prueba no es conducente 

ni pertinente para demostrar los interrogantes que en esta instancia 

se debaten; aunado a todo esto, la apoderada de la parte demandada 

tampoco presentó recursos cuando la Juez decretó las pruebas que se 

iban a tener en cuenta dentro de la presente litis y menos lo hizo 

cuando se declaró cerrado el debate probatorio, sin el acogimiento de 

dicha documental, con lo que se interpreta que avaló la decisión de la 

Juez de continuar el proceso sin la prueba referida. 

 

Dicho lo anterior, es innecesario para la Sala analizar el segundo 

requisito de la norma procesal en cuanto a que la prueba no se haya 

realizado sin culpa de la parte interesada. 

 

En igual sentido, no se puede perder de vista que el artículo 173 del 

Código General del Proceso, asignó al juez el deber de decretar solo las 

pruebas pedidas y aportadas por las partes, al respecto la norma 

establece: 

 

«ARTÍCULO 173. OPORTUNIDADES PROBATORIAS. Para que sean 
apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e 
incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades 
señalados para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas 
formuladas por las partes, el juez deberá pronunciarse expresamente 
sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan 
aportado. El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas 
que, directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido 
conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese 
sido atendida, lo que deberá acreditarse sumariamente.» 

 

 

Conforme a lo anterior, es más que claro que la procuradora judicial 

de la parte demandada debió, por lo menos, agotar la solicitud de la 

historia clínica del causante Cristhian Andrés Villamizar Escobar 

(q.e.p.d.), a través del derecho de petición y demostrárselo así a la Juez 

de primera instancia para que aquella procediera a ordenar su decreto 

y practica de dicha documental, si lo consideraba oportuno y 

pertinente; y no como pretende en su alzada, que se decrete en esta 

instancia, pues así se deprende de su reparo concreto al momento de 

sustentar su recurso de apelación; de manera que no se cumple con 

los presupuestos establecidos en el artículo 83 del C.P.T. y de la S.S, 
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para que se practique en segunda instancia la prueba en mención, 

razón por la cual, no se accederá a tal solicitud. 

 

Ahora, en cuanto al primer problema jurídico planteado referente a la 

existencia de un contrato de trabajo realidad entre el señor 

CRISTHIAN ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR (q.e.p.d.) y la 

FUNDACIÓN CENTRO DE RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA, por el 

periodo del 15 de febrero de 2009 al 17 de noviembre de 2013, y como 

consecuencia de ello determinar si hay lugar o no a confirmar la 

pensión reconocida por la a quo, es de resaltar que por el material 

probatorio recaudado, específicamente las certificaciones que obran a 

folios 26 y 27 del expediente, se encuentra acreditado que el señor 

CHRISTIAN ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR laboró para la 

FUNDACION CENTRO DE RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA desde 

el 15 de febrero de 2009 desempeñando el cargo de terapeuta 

mediante un contrato a término indefinido devengando la suma de 

$1.500.000 pesos, certificaciones que fueron expedidas el 1º de junio 

de 2011 y el 18 de agosto de 2011, misivas  que no solo tienen la firma 

de la Representante Legal de la FUNDACIÓN demandada, sino que 

también vienen respaldadas con el membrete de está. Sobre las 

certificaciones provenientes del empleador, la Corte ha sido clara y 

tuvo la oportunidad de pronunciarse específicamente en casación 

SL6621-2017 de 3 de mayo de 2017, radicado 49346, donde indicó al 

respecto: 

«De manera que el citado documento no fue emitido por un sujeto extraño 
a la relación de trabajo personal, considerada en su real dimensión, sino 
por quien para esa época tenía la calidad de usufructuaria y empleadora 
de los trabajadores del establecimiento de comercio Clínica Federmán, 
de donde habría que concluir que se trata de un documento que goza de 
pleno valor probatorio, más aún cuando se limita a dejar constancia de 
un hecho objetivo relacionado con la situación de trabajo del promotor 
del proceso. 
 
(…) 
 
En este orden de consideraciones, esta fehacientemente probado que el 
demandante puso a disposición de la demandada, desde el 31 de 
diciembre de 1980 hasta el 28 de febrero de 2006, su fuerza de trabajo 
personal, por lo que en virtud de lo consagrado en el artículo 24 del 
Código Sustantivo del Trabajo, se presume en su favor, la existencia de 
un contrato laboral. 
 
Si lo anterior es así, el eje fundamental del análisis consiste en 
determinar si la empresa demandada derruyó esa presunción, mediante 
la prueba de que el servicio contratado» 
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Aunado a lo anterior, a folio 19 se encuentra documento rotulado 

como Acta de Conciliación suscrito entre la señora YOLIMA ESCOBAR 

ABADÍA en calidad de directora de la FUNDACIÓN CENTRO DE 

RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA y LUZ MARINA QUIROGA 

VARELA en calidad de compañera permanente de CRISTHIAN 

VILLAMIZAR ESCOBAR, donde determinan el pago de la liquidación 

total del causante. 

 

La anterior jurisprudencia reseñada y los documentos probatorios 

aducidos conllevan a determinar a esta Sala que al no estar 

desvirtuada la presunción del artículo 24 del CST, por la parte 

demandada, quien debía desvirtuarla ante la demostración de los 

servicios personales del causante, no queda otro camino que 

confirmar la decisión de primera instancia, en cuanto a que declaró la 

existencia del contrato de trabajo entre el causante CRISTHIAN 

ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR y la FUNDACIÓN CENTRO DE 

RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA representada legalmente por su 

directora YOLIMA ESCOBAR ABADIA, pero dicho contrato tuvo su 

causación entre el 15 de febrero de 2009 y el 17 de noviembre de 2013 

y no hasta el 17 de noviembre de 2017 como erróneamente lo declaró 

la a quo, lo anterior por cuanto el 17 de noviembre de 2013 fue la fecha 

en que falleció el causante CRISTHIAN ANDRÉS VILLAMIZAR 

ESCOBAR (folio 8), por lo tanto la relación no pudo extenderse hasta 

el 17 de noviembre de 2017 como se declaró, por lo que se modificará 

este punto. 

 

Así las cosas, estando claro que el hoy causante trabajó para la parte 

llamada a juicio sin que ésta lo afiliara a la seguridad social, omisión 

que trae como consecuencia al empleador incumplido, el asumir las 

prestaciones que de haberse actuado conforme a derecho estarían a 

cargo del sistema, como quiera que las 50 semanas exigidas en los 

últimos tres años anteriores al deceso que generarían el derecho a la 

pensión por sobrevivientes, se presentan en el caso bajo análisis, es 

dable confirmar la pensión deprecada a cargo de la demandada, como 

lo hiciera la a quo en su decisión. 
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En efecto, es que da cuenta el expediente que el señor CRISTHIAN 

falleció en el mes de noviembre de 2013, cuando se hallaba vigente la 

Ley 797 de 2003, disposición que en su apartado pertinente dispone 

que para dejar causado el derecho a sus posibles beneficiarios, el 

afiliado que fallece ha debido cotizar mínimo 50 semanas en los 

últimos tres -3- años anteriores al deceso. 

 

Así las cosas, como ha quedado demostrada la existencia de una 

relación laboral entre el hoy causante y la demandada, por el lapso 

2009 a 2017, cabe indicar que el mínimo de semanas exigidas por la 

norma para la causación del derecho a sobrevivencia, en el hipotético 

caso de haber contado con afiliación el fallecido, se encuentran 

presentes, dando así lugar al nacimiento de la prestación. 

 

Sobre el punto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia ha enseñado que las consecuencias jurídicas de la falta de 

afiliación por parte del empleador al sistema pensional, para las 

pensiones de sobrevivencia e invalidez, en tanto se fundamentan en el 

acaecimiento de un riesgo, no traslada a la administradora de 

pensiones la carga de reconocer la pensión de sobrevivientes o 

invalidez, y por el contrario, cuando sí al empleador omiso.  

 

En proveído SL2949-2022, indicó: 
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Por lo anterior, también se confirmará la sentencia de primera 

instancia, en cuanto a la condena impuesta a la FUNDACIÓN 

demandada respecto de la pensión de sobreviviente en los términos y 

condiciones señalados en dicha providencia. 

 

Continuando con los problemas jurídicos 2, 3 y 4, por su temática, se 

abordarán en conjunto de la siguiente manera: 

 

En lo relativo a la excepción de prescripción propuesta por la 

enjuiciada FUNDACIÓN CENTRO DE RENACIMIENTO A LA VIDA 

YOLIMA en su contestación (folio 92), se tiene que la demanda fue 
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instaurada el 16 de noviembre de 2016 (folio 53), sin que se observe 

que se haya efectuado reclamación alguna frente a la FUNDACIÓN 

CENTRO DE RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA, entidad respecto de 

la cual se declaró la existencia de contrato realidad. 

 

En este orden, y como quiera que el contrato de trabajo que aquí se 

declaró, finiquitó el 17 de noviembre de 2013, no cabe duda que para 

el momento en que se presentó la demanda no había transcurrido el 

término prescriptivo de tres años señalado para las acciones laborales, 

pues se itera el libelo genitor se presentó el 16 de noviembre de 2016, 

es decir, cuando la prescripción aún no había operado, esto es, un día 

antes del cumplimiento del trienio prescriptivo. 

 

Así las cosas, como quiera que el contrato estaba vigente a 17 de 

noviembre de 2013, la prescripción opera frente a las prestaciones 

sociales y derechos laborales causado con anteriores al día 16 de dicho 

mes y año, quedando a salvo las cesantías causadas durante toda la 

relación laboral, por las razones que más adelante se indicarán, así 

como los intereses a las cesantías del año 2013, la prima de servicios 

del segundo semestre de 2013 y las vacaciones proporcionales por el 

periodo 15 de febrero de 2013 a 17 de noviembre de 2013. 

 

Se modificará en este sentido el numeral correspondiente del resuelve 

de la sentencia atacada. 

 

Corresponde entonces la siguiente consideración:  

 

i) Cesantías. 

 

El causante CRISTHIAN ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR laboró 

desde el 15 de febrero de 2009 hasta el 17 de noviembre de 2013, 

desempeñándose como Terapeuta, por lo tanto, tiene derecho al 

auxilio de cesantía por todo ese tiempo sin que haya lugar a 
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prescripción, en tanto que la reclamación de dicho derecho solo es 

exigible a la terminación del contrato de trabajo, tal y como lo ha 

señalado esta Sala (CSJ SL, 20 nov. 2007, rad. 31045, reiterada en la 

CSJ SL4633-2021, entre muchas otras), por lo tanto, se procede a 

liquidar así: 

 

Año 2009. Por el periodo comprendido entre el 15 de febrero al 31 de 

diciembre de esa anualidad, y con base en el salario percibido de 

$1.500.000,00, le corresponde por este concepto la suma de 

$1.312.500,00. 

 

Año 2010. Laboró todo el año con una asignación de $1.500.000,00 

por lo tanto, tiene derecho a la suma de $1.500.000,00 por cesantías. 

 

Año 2011. Prestó sus servicios durante todo el año, percibiendo un 

salario de $1.500.000,00, correspondiéndole igual suma por este 

concepto. 

  

Año 2012. Trabajó durante todo el año recibiendo como salario un 

monto de $1.500.000,00 por lo tanto, tiene derecho a la suma de 

$1.500.000,00 por cesantías. 

 

Año 2013. En esa anualidad laboró hasta el 17 de noviembre, y su 

salario ascendió a $1.500.000,00 por lo que le corresponde 

proporcionalmente la suma de $1.316.666,67 

 

El total adeudado por concepto de auxilio de cesantías asciende a 

$7.129.166,67 

 

ii) Intereses sobre las cesantías. 
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De conformidad con el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, se deben 

liquidar intereses sobre las cesantías a razón del 12% anual. En este 

caso, hay lugar a este beneficio respecto de las cesantías causadas en 

el año 2013 proporcional (17 noviembre), puesto que los generados en 

fecha anterior, están prescritos. 

 

En este orden, los intereses sobre las cesantías de 2013, sobre la base 

de $1.316.000,00, que fue el auxilio liquidado para esa anualidad, 

corresponde en la suma de $138.000,oo. 

 

iii) Primas de servicio 

 

Hay lugar a liquidar la del segundo semestre del año 2013, cuyo 

derecho se hacía exigible a 17 de noviembre de dicha anualidad, 

corresponde en la suma de $570.833,33. 

 

iv) vacaciones 

 

Respecto de esta acreencia, hay que decir que conforme a lo previsto 

en el artículo 187 del CST, pueden ser concedidas por el patrono o 

solicitadas por el trabajador dentro del año subsiguiente a su 

causación; por lo tanto, hay lugar a liquidar el periodo proporcional 

comprendido entre el 16 de febrero de 2013 y el 17 de noviembre de 

2013, tiene derecho en forma proporcional a $562.500,oo, tomando 

como salario la suma de $1.500.000,oo.  

 

v) Indemnización moratoria prevista en el artículo 65 del 

CST. 

 

Respecto de esta indemnización, la Sala de la Corte Suprema de 

Justicia de manera reiterada y pacífica a sostenido que no es de 

aplicación automática e inexorable, sino que debe analizarse en cada 
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caso en particular el actuar del empleador a fin de determinar si este, 

estuvo desprovisto o no de la buena fe que debe regir por regla general 

en los contratos de trabajo. (CSJ SL053-2018, CSJ SL4515-2020). 

 

En el presente caso, se advierte que la FUNDACIÓN CENTRO DE 

RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA sostuvo que no existió entre las 

partes contrato de trabajo, buscando con ello acreditar un actuar de 

buena fe; no obstante, el material probatorio analizado en párrafos 

anteriores,  lo que realmente evidencia es su intención de esconder la 

verdadera relación de carácter laboral que la unió con el señor 

VILLAMIZAR ESCOBAR, proceder que no puede enmarcarse dentro  

de la buena fe, razones suficientes para que se genere la 

indemnización moratoria reclamada, las que se proceden a tasar. 

 

Frente a la indemnización del artículo 65 del CST, modificado por el 

29 de la Ley 789 de 2002, cabe reproducir dicha disposición, que en 

lo pertinente reza: 

 

«1. Si a la terminación del contrato, el empleador no paga al trabajador 

los salarios y prestaciones debidas, salvo los casos de retención 

autorizados por la ley o convenidos por las partes, debe pagar al 

asalariado, como indemnización, una suma igual al último salario diario 

por cada día de retardo, hasta por veinticuatro (24) meses, o hasta 

cuando el pago se verifique si el período es menor. Si transcurridos 

veinticuatro (24) meses contados desde la fecha de terminación del 

contrato, el trabajador no ha iniciado su reclamación por la vía ordinaria 

o si presentara la demanda, no ha habido pronunciamiento judicial, el 

empleador deberá pagar al trabajador intereses moratorios a la tasa 

máxima de créditos de libre asignación certificados por la 

Superintendencia Bancaria, a partir de la iniciación del mes veinticinco 

(25) hasta cuando el pago se verifique. Texto subrayado declarado 

INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-781 de 

2003. 

 

Dichos intereses los pagará el empleador sobre las sumas adeudadas al 

trabajador por concepto de salarios y prestaciones en dinero. 

[...]» 

  

El criterio mayoritario de la Sala de la Corte Suprema de Justicia 

respecto del alcance e interpretación de esta disposición, es que para 
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que proceda dicha indemnización, se debe instaurar la demanda 

dentro de los 24 meses siguientes a la terminación del contrato de 

trabajo; si ello no ocurre, el trabajador solo tendrá derecho a los 

intereses moratorios que dicha preceptiva prevé, a partir del mes 25.  

 

Así se dijo en sentencia CSJ SL, 6 May 2010, Rad. 36577, reiterada 

en la CSJ SL10632-2014, y más recientemente en providencia CSJ 

SL1005-2021, donde se señaló: 

  

»Cuando no se haya entablado demanda ante los estrados judiciales, 

dentro de los veinticuatro (24) meses siguientes al fenecimiento del 

contrato de trabajo, el trabajador no tendrá derecho a la indemnización 

moratoria equivalente a un (1) día de salario por cada día de mora en la 

solución de los salarios y prestaciones sociales, dentro de ese lapso, sino 

a los intereses moratorios, a partir de la terminación del contrato de 

trabajo, a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificada por 

la Superintendencia Financiera.   

 

De tal suerte que la presentación oportuna (entiéndase dentro de los 

veinticuatro meses siguientes a la terminación del contrato de trabajo) de 

la reclamación judicial da al trabajador el derecho a acceder a la 

indemnización moratoria de un día de salario por cada día de mora hasta 

por veinticuatro (24) meses, calculados desde la ruptura del nudo de 

trabajo; y, a partir de la iniciación del mes veinticinco (25), contado desde 

esa misma ocasión, hace radicar en su cabeza el derecho a los intereses 

moratorios, en los términos precisados por el legislador. 

 

Pero la reclamación inoportuna (fuera del término ya señalado) comporta 

para el trabajador la pérdida del derecho a la indemnización moratoria. 

Sólo le asiste el derecho a los intereses moratorios, contabilizados desde 

la fecha de la extinción de vínculo jurídico.  

 

Con arreglo al anterior criterio jurisprudencial, observa la Sala que la 

relación laboral que se suscitó entre las partes finalizó el 6 de abril de 

2003 y la demanda que dio origen al proceso fue presentada el 7 de julio 

de 2006 según se infiere del acta individual de reparto visible a folio 20, 

es decir, después de haber transcurrido 24 meses desde la ruptura del 

vínculo contractual. En estas condiciones, al haber reclamado 

inoportunamente sus acreencias laborales, la demandante perdió el 

derecho a la indemnización moratoria de un día de salario por cada día 

de retraso y solo le asiste derecho a los intereses moratorios sobre los 

créditos sociales insatisfechos.» 
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En igual sentido pueden verse las sentencias CSJ SL2966-2018 y CSJ 

SL-2140-2019, entre muchas otras. 

 

En el sub examine, se observa que el contrato de trabajo con la 

FUNDACIÓN CENTRO DE RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA, del 

cual se pidió su declaratoria en el escrito inicial, terminó el 17 de 

noviembre de 2013 (fecha de fallecimiento del trabajador), y la 

presente acción se instauró el 16 de noviembre de 2016, es decir, 

pasados más de los dos (2) años, a los que hace referencia el artículo 

29 de la Ley 789 de 2002; por lo tanto, siguiendo los derroteros 

jurisprudenciales que mayoritariamente tiene la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia, hay lugar en este caso a 

imponer condena por la indemnización moratoria de que trata dicha 

disposición, procediendo únicamente los intereses moratorios sobre el 

monto de las prestaciones sociales adeudadas a partir del día 

siguiente a la finalización del contrato, es decir, a partir del 18 de 

noviembre de 2013. 

 

En lo relativo a la compensación en dinero por vacaciones, la suma 

atrás señalada, deberá indexarse al momento de su pago oportuno, 

conforme al IPC que para el momento certifique el DANE. 

  

 

Sin más consideraciones por innecesarias; ante el resultado del 

recurso, no habrá lugar a imponer costas en segunda instancia.  

 

III. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del 

Tribunal Superior de Distrito Judicial de Buga, Valle del Cauca, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley,  
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RESUELVE 

 

PRIMERO: MODIFICAR los numerales 1° y 2° de la parte resolutiva 

de la sentencia No. 051 del 2 de marzo de 2023, proferida por el 

Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali – Valle del Cauca, en el 

asunto de la referencia; el cual quedara así:  

 

PRIMERO: DECLARAR LA EXISTENCIA DEL CONTRATO DE TRABAJO 

entre el causante CHRISTIAN ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR y la 

FUNDACION CENTRO DE RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA 

representada legalmente por su directora YOLIMA ESCOBAR ABADIA, 

entre el 15 de febrero de 2009 y el 17 de noviembre de 2013. 

 

SEGUNDO: DECLARAR probada la excepción de PRESCRIPCIÓN propuesta 

por la entidad demandada, con anterioridad al 16 de noviembre de 2013, 

respecto de las acreencias laborales reclamadas por la parte actora. 

 

SEGUNDO: ADICIONAR a la sentencia No. 051 del 2 de marzo de 

2023, proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali – 

Valle del Cauca, en el asunto de la referencia, un numeral décimo 

segundo; el cual será del siguiente tenor literal:  

 

DÉCIMO SEGUNDO: CONDENAR a la FUNDACIÓN CENTRO DE 

RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA, a pagar a favor de los causantes del 
señor CRISTHIAN ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR señora LUZ MARINA 
QUIROGA VARELA, el menor JUAN SEBASTIAN VILLAMIZAR QUIROGA y 
LAURA VANESA VILLAMIZAR TAMAYO una vez ejecutoriada esta 
providencia, las siguientes sumas de dinero en porcentaje de 50% a la primera 
y 25% a cada uno de los restantes: 

 

1. $7.129.166,67 por concepto de cesantías. 

 

2. $138.000,oo por concepto de intereses sobre las cesantías. 

 

3. $570.833,33 por concepto de primas de servicios. 

 

4. $582.500,oo por concepto de vacaciones, la que debe ser indexada 
hasta el momento de su pago. 
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TERCERO: ADICIONAR a la sentencia No. 051 del 2 de marzo de 

2023, proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali – 

Valle del Cauca, en el asunto de la referencia, un numeral décimo 

tercero, así:  

 

DÉCIMO TERCERO: CONDENAR a la FUNDACIÓN CENTRO DE 

RENACIMIENTO A LA VIDA YOLIMA, a pagar a favor de los causantes del 
señor CRISTHIAN ANDRÉS VILLAMIZAR ESCOBAR señora LUZ MARINA 

QUIROGA VARELA, el menor JUAN SEBASTIAN VILLAMIZAR QUIROGA y 
LAURA VANESA VILLAMIZAR TAMAYO una vez ejecutoriada esta 
providencia, los intereses moratorios por el no pago oportuno de prestaciones 
sociales, los cuales se causan a partir del día siguiente a la finalización del 
nexo social, esto es, a  partir del 18 de noviembre de 2013 y hasta que el pago 
efectivo de lo adeudado se realice; en porcentaje de 50% a la primera y el 25% 
a cada uno de los restantes. 

 

CUARTO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia No. 051 del 2 de 

marzo de 2023, proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito 

de Cali – Valle del Cauca, en el asunto de la referencia. 

 

QUINTO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 

SEXTO: DEVUÉLVASE el proceso a la Sala Laboral del Tribunal 

Superior de Cali, para que proceda a la notificación de esta providencia 

y trámite posterior, en los términos del Acuerdo PCSJA22-11962 del 

22 de junio del año 2022. 

 

MARÍA MATILDE TREJOS AGUILAR 

Ponente 

                             

 

MARÍA GIMENA CORENA FONNEGRA 

(en uso de permiso) 
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CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE 
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